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RESOLUCIÓN N°       /15  
Buenos Aires,    de              del año 2015. 

VISTO:

La necesidad de abordar y resolver las cuestiones de familia y capacidad de las personas que se generen en el Fuero Civil, hasta tanto se adopte una decisión definitiva; así como también brindar una solución categórica al reclamo de equiparación de cargos efectuada por los Asistentes Sociales que actualmente revisten el cargo de Jefe de Despacho y que se desempeñan en los Juzgados de Familia; y,
CONSIDERANDO:

1) Que, a través de la Acordada 47/09, la Corte Suprema de Justicia de la Nación aprobó el Reglamento General del Cuerpo Médico Forense y dispuso que, por regla, dicho Cuerpo atendiera los requerimientos de los magistrados del fuero criminal y, excepcionalmente, a los pedidos de los jueces de los restantes fueros.
2) Que, como consecuencia de ello, se generaron obstáculos en el accionar cotidiano de los Juzgados Civiles, produciendo dilaciones en los tiempos de los procesos, ausencia de mecanismos específicos y un importante número de vacancias frente a graves y complejas problemáticas familiares, exigiendo por ende una solución urgente, integradora y definitiva.
3) Que una solución de carácter definitivo requerirá de un procedimiento lento, lo cual obliga a analizar una medida intermedia, paliativa y que resulte expeditiva a las necesidades actuales, logrando atemperar la grave situación que atraviesan los Juzgados del Fuero, quienes –en la mayoría de los casos- se ven afectados con la dilación de las causas, debido a la falta de los informes periciales previstos por la Ley N° 26.657 de Salud Mental; circunstancia que se agravará con la próxima entrada en vigencia, en agosto de este año, del nuevo Código Civil y Comercial de la Nación, para el dictado de los dictámenes de un equipo interdisciplinario, conforme lo dispuesto por los arts. 31, 37, 40, 41, 47, 50 y 405 del referido Código, con el consiguiente perjuicio que ello acarrea para la prestación de un correcto servicio de justicia.
4) Que, entre las tareas específicas que debería realizar dicho Cuerpo, podemos enumerar las evaluaciones pertinentes en los procesos de declaración de incapacidad; la determinación de la necesidad de internación o modalidad de tratamiento para casos de padecimiento mental o consumo de drogas; la orientación acerca de la modalidad de abordaje respecto de niños o jóvenes institucionalizados en dispositivos asistenciales; la determinación de la capacidad para el ejercicio de la función parental y las posteriores estrategias de abordaje que permitan una pronta definición de la situación del niño o joven que ha sido objeto de medidas excepcionales; las valoraciones necesarias para validar o descartar denuncias de maltrato y abuso sexual infantil, cuando no se cuenta con intervención penal; el análisis respecto de la conveniencia y modalidad de procesos de revinculación paterno-filial, en situaciones de presunto abuso sexual infantil u otras circunstancias que hayan derivado en una prolongada suspensión del contacto; la realización de diagnósticos en casos de violencia doméstica, en aquellas situaciones con presunción de dolencia mental o consumo en los denunciados, o bien cuando los denunciados resulten ser niños o jóvenes, remitiendo a una conflictiva familiar crónica; la intervención en casos de “divorcios destructivos” y cuando las conflictivas conyugales afectan la parentalidad; la valoración de aspectos psicológicos, psiquiátricos y sociales en casos de denuncia de malos tratos o negligencia en la atención de judiciables en internaciones psiquiátricas, comunidades terapéuticas o instituciones asistenciales; la determinación de la edad de la persona; y cualquier otra tarea auxiliar específica encomendada por el magistrado para el desarrollo y resolución del proceso.
5) Que, del relevamiento efectuado respecto de dichas necesidades, resulta preciso que, en esta primera etapa -paliativa y temporaria-, presten funciones al efecto 24 psicólogos, 24 psiquiatras y 24 asistentes sociales, los que serán asignados igualitariamente entre los 24 juzgados de familia, y que se sumarán a los 2 Asistentes Sociales que actualmente prestan funciones en cada Juzgado.
6) Que, a los fines de cubrir dichas vacancias, resulta imperioso efectuar una locación de servicios, con sueldo equivalente al cargo de Prosecretario Administrativo. Se entiende que es relevante que revistan dicha categoría atento la importancia de los informes a confeccionar y la responsabilidad que se desprende de los mismos. 
7) Que, con el objeto de brindar la mayor celeridad posible a la implementación de esta propuesta, se sugiere delegar a cada uno de los titulares de los juzgados nacionales de familia la propuesta de nombramiento de cada uno de los profesionales que prestará servicios en el Juzgado a su cargo. Una vez obtenida la conformidad por parte de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, la propuesta de nombramiento será elevada al Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación para que, teniendo en cuenta la necesidad y urgencia que amerita una solución inmediata a esta problemática, gestione ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación la habilitación de dichos cargos.
8) Que, a los fines de evaluar la propuesta de contratación indicada, deberá tenerse en cuenta el cumplimiento de ciertos requisitos mínimos, los que serán de cumplimiento obligatorio. En tal sentido, los interesados deberán poseer título habilitante conforme lo establece la Ley 23.377 y sus modificatorias, con antigüedad no menor a cuatro (4) años; acreditar matriculación ante el organismo correspondiente; así como también conocimientos teóricos y prácticas profesionales en las temáticas enumeradas en el Considerando 4.
9) Que, por otra parte, este Consejo tiene conocimiento del reclamo de los asistentes sociales que actualmente prestan funciones, como Jefes de Despacho, en los juzgados en cuestión, quienes el día 19/11/2013 han solicitado –con el aval de la mayoría de los jueces- que se los equipare en el cargo de Prosecretario Administrativo a los restantes asistentes sociales que prestan funciones en cada Juzgado. 
El reclamo resulta totalmente atendible y ajustado a derecho, ya que la situación actual deriva en que dos agentes que prestan igual tipo de tareas y bajo la misma responsabilidad perciben remuneraciones distintas, circunstancia que resulta claramente injusta por violar garantías y derechos de raigambre constitucional, como ser igual remuneración por igual tarea y el derecho de igualdad entre dos personas en semejantes condiciones, (cfr. arts. 14 bis y 16 CN).

Es por eso que se propone equiparar en el cargo de Prosecretario Administrativo a todos los asistentes sociales que se desempeñan en el Fuero Civil, lo cual deberá  comenzar a regir a partir de la creación de los cargos necesarios por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
10) Que, a los fines presupuestarios, corresponde tener en cuenta en la elaboración del Anteproyecto de Presupuesto para el año 2016 los contratos de locaciones de servicio que finalmente se suscriban con los profesionales; mientras que, para el año en curso, deberá gestionarse una reasignación de partidas al efecto.

11) Que corresponde iniciar las gestiones que resulten pertinentes ante el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con el objeto de solicitar la habilitación de los cargos cuya contratación se requiere por este intermedio, y de aquellos necesarios para proceder a la equiparación de cargos analizada.
12) Que, sin perjuicio de la solución –transitoria- que por el presente se propugna, deberá solicitarse a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil que acompañe informes estadísticos al respecto, con miras a evaluar la necesidad de ampliación de las contrataciones previstas en el presente.
Por ello, 

SE RESUELVE:
1°) Contratar de acuerdo a lo previsto anteriormente, bajo la modalidad de locación de servicios, 24 psicólogos, 24 psiquiatras y 24 asistentes sociales, con un sueldo equiparable al cargo de Prosecretario Administrativo, con el objeto de que emitan los informes periciales que se requieran conforme la normativa vigente en los Juzgados de Familia.
2°) Gestionar la reasignación de partidas para el año en curso, así como su previsión en el Anteproyecto de Presupuesto para el año 2016.

3°) Gestionar ante el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación la habilitación de los cargos señalados en el Considerando 7º; así como también de aquellos que resultan necesarios para proceder a la equiparación indicada en el Considerando 9º.
Regístrese y hágase saber.
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